
Alejandro Zuleta (PC), ex di-
rector regional de la Corpora-
ción Nacional Forestal (Conaf)
en Valparaíso, considera “gra-
ves” los antecedentes surgidos
en la reciente audiencia de for-
malización de cuatro nuevos im-
putados por la fiscalía de ser
miembros de una asociación ilí-
cita dedicada a generar sinies-
tros. Con ellos, suman siete los
privados de libertad por su pre-
sunta responsabilidad penal en
el megaincendio del pasado 2 de
febrero, de los cuales seis desem-
peñaron labores como brigadis-
tas en dicha entidad.

El ingeniero agrónomo ocupó
el cargo durante solo 44 días en
2023. Renunció tras cuestionar
la falta de apoyo a su labor y re-
velar que las autoridades nacio-
nales desoyeron sus solicitudes
de contar con personal más ca-
pacitado.

Hoy, Zuleta, cuya salida se
produjo tres meses antes de la
catástrofe, apunta a dos hechos
mencionados por el fiscal Os-
valdo Ossandón y por Álvaro
Barraza, defensor de José Stalin
Atenas Gaete, en la audiencia
en la que el Juzgado de Garan-
tía de Valparaíso determinó la
prisión preventiva de los nue-
vos detenidos.

El primero detalló que el bri-
gadista Franco Pinto —imputa-
do de ser el autor intelectual del
incendio que dejó 136 muertos y
de otros 18 desde 2021— realizó
41 llamadas tras ser alertado por
el bombero Francisco Mondaca
de que había dado inicio al fuego
junto al camino antiguo a Santia-
go, lo que dio origen al megasi-
niestro. Según el persecutor, de
entre las 10 que borró, y cuyo re-
gistro debió rescatarse de la nu-
be, están las realizadas a varios
funcionarios de la Conaf, entre
ellos, a los coimputados y a un
“sujeto (identificado) como Gui-

llermo Machuca”, nombre que
según Zuleta es el del jefe de
Operaciones de la Dirección de
Prevención de Incendios de Co-
naf Valparaíso.

El abogado de Atenas, por su
parte, con el objetivo de acredi-
tar el ánimo de colaborar de su
defendido, leyó la declaración
que este prestó a la PDI. En ella
señala: “Franco Pinto se jactaba
respecto de que era el regalón
del 5.22, que correspondía a José
González, quien lo ayudó en una
ocasión en que fue acusado de
robar combustible, cosa que era
verdad, para que la siguiente
temporada (2023-2024) volvie-
ra a ingresar como brigadista”. 

De acuerdo con Zuleta, el
nombre de José González co-
rresponde a un jefe de brigada
del Departamento de Preven-

ción de Incendios, que actuó co-
mo primer comandante en inci-
dentes del 2 de febrero, lo que
quiere decir que estuvo a cargo
de dirigir el combate al megain-
cendio.

Por eso, el exdirector resalta la
necesidad de aclarar si eran efec-
tivos tales vínculos y sus alcan-

ces. Apunta que de comprobarse
que hubo robos de combustible
atribuibles a Pinto y que eso pu-
do estar en conocimiento de sus
superiores, sería de la mayor
gravedad.

“El reglamento de Orden, Hi-
giene y Seguridad de Conaf fija
los protocolos para iniciar una

investigación interna que deter-
mine responsabilidades y san-
ciones si ameritan. ¿Por qué, de
haber sucedido aquello, no se
aplicaron?”, plantea, señalando
que la institución la integran
funcionarios públicos que están
obligados a denunciar un delito. 

“El Mercurio” consultó a la
Conaf por estos su-
puestos vínculos
ventilados en el tri-
bunal. Mediante la
Dirección Regional
de Valparaíso, res-
pondió que no po-
dría referirse a una
investigación en
curso “en la que
nuestra institución ha estado y
seguirá estando plenamente dis-
puesta a colaborar”. 

“Corresponde esperar los re-
sultados de dicho proceso y las
resoluciones que los tribunales
adopten”, apuntó.

“Incapaz de detectar”

Zuleta enfatiza también la te-
sis de la fiscalía sobre la exis-
tencia de una asociación ilícita
para generar incendios que ha-
brían conformado los siete im-
putados, lo que, a su juicio, re-
vela que dicho grupo operó al
interior de la Conaf, dado que
cuatro de ellos eran brigadistas

activos al momento del incen-
dio y otros dos lo habían sido
en forma reciente. Ello, a pesar
de que desde 2017 la gerencia
de Incendios Forestales cuenta
con una Unidad de Análisis y
Diagnóstico (UAD), especiali-
zada en establecer las causas de
siniestros forestales.

“¿Cómo no pudo
darse cuenta de que
Palma 8 (brigada
ubicada al interior
de la Reserva Lago
Peñuelas) tenía in-
cendiarios? No se
percataba de que
los imputados hoy
en prisión preventi-

va venían a hacer incendios du-
rante las jornadas laborales”,
cuestiona, y señala que mientras
estuvo al mando de la dirección
regional, “nunca supe qué in-
vestigan, qué decisiones adop-
tan tras una investigación ni pu-
de leer un informe, pese a habér-
selo pedido”.

Al respecto, la Conaf dijo que
su UAD investiga, en la mayo-
ría de los casos, junto a las poli-
cías, y que cada vez que sus
equipos hallan algún dispositi-
vo en el lugar de los hechos
“comunica a la fiscalía para que
ordene levantar la evidencia y
establezca cadena de custodia a
través de las policías”.

Dice que datos vertidos en formalización dejan dudas sobre capacidad de detectar a incendiarios en la entidad 

Megaincendio: Ex director regional de Conaf pide
aclarar supuestos nexos entre imputados y jefes
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Alejandro Zuleta apunta a llamado que
Franco Pinto habría realizado el 2 de
febrero a un encargado de Operaciones,
y que luego borró, y a la presunta
protección que habría recibido de parte
de un jefe de brigada. 

Siniestro. La
detención de
otros cuatro
imputados en el
megaincendio,
todos ellos con
vínculos con
Conaf, desató
interrogantes
sobre los alcan-
ces de la organi-
zación que cau-
saba siniestros
forestales para
trabajar horas
extras. JO
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SUCESIÓN.— El incendio de febrero es el número 24 de cuya autoría el Mi-
nisterio Público sindica al grupo integrado por brigadistas y bomberos. 
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‘‘Bomberos, cuando
se da cuenta de que hay
voluntarios de Placilla
involucrados en el
incendio, clausura la 13ª
Compañía. ¿Por qué
Conaf no lo imita?”.
................................................................

ALEJANDRO ZULETA
EX DIRECTOR REGIONAL DE LA CONAF

‘‘La intervención en
Conaf regional empezó
tiempo atrás. Se cambió
incluso al director
ejecutivo y se designó un
nuevo gerente, y cambios
que implementa el nivel
central”. 
................................................................

COMUNICADO
CONAF VALPARAÍSO 

EN PALMA 1
En mayo, la central de

Conaf sufrió el robo “del
dispositivo que registró
un vuelo del incendio de
febrero”, según Zuleta. 
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El 2 de febrero pasado se decretó estado
de catástrofe en la Región de Valparaíso
debido a los graves incendios forestales
que afectaron la zona. La tragedia dejó
135 personas fallecidas y más de 21 mil
damnificados, según datos del Ministerio
de Desarrollo Social. Este año se han pro-
ducido 1.138 incendios en el país, mientras
que durante el mismo período de 2023 la
cifra alcanzaba los 862, y se ha previsto
que la temporada de incendios que está por
comenzar podría ser más crítica que la
anterior.

En 2021 se promulgó la Ley 21.364, que
establece que los municipios deben contar
con planes comunales de emergencia y de
reducción de riesgos de desastres, con un
plazo de implementación que venció el 7 de
agosto de 2023. 

Estos planes, según expertos, están dise-
ñados para anticipar y mitigar los impactos
de desastres naturales, además de determi-
nar un esquema de acción para enfrentar
emergencias. Los desastres se clasifican en
tres grupos principales: geofísicos, como
terremotos, tsunamis y erupciones volcáni-
cas; climáticos, que incluyen inundaciones,
remociones en masa (aluviones), avalanchas,
lluvias extremas y, en algunos casos, incen-
dios forestales. Aunque los incendios en Chile
tienen principalmente un origen humano, su
propagación depende de factores climáticos
como el viento, la temperatura y la humedad
atmosférica. 

En febrero, 94 comunas no tenían un
plan de emergencia, mientras que al 16 de
noviembre, son 83 las que aún no contaban
con un plan, según información de Sena-
pred obtenida a través de la Ley de Trans-
parencia. De estas últimas, 38 ya han
presentado documentos ante Senapred,
pero están en proceso de aprobación.

Frente a este avance considerado “lento”
por los expertos, Senapred señala que en
sus facultades, “solo está coordinar, eva-
luar y supervisar dichos planes, pero no

posee facultades sancionatorias, por lo que
no es posible ‘apresurar’ la ejecución de
dichos planes”.

Falta de recursos

Las municipalidades reclaman que care-
cen de recursos económicos y técnicos para
desarrollar los documentos. Según José
Manuel Contreras, secretario técnico de la
Comisión de Gestión de Riesgos de la Aso-
ciación Chilena de Municipalidades, los
fondos destinados por el Estado son insufi-
cientes: “Senapred
financia hasta $7 millo-
nes para elaborar un
plan, pero una consulto-
ra cobra entre $22
millones y $40 millones.
Sin apoyo financiero
adicional, los municipios
no pueden cumplir con la
norma”, asegura.

William Arévalo,
exalcalde de Santa Cruz y presidente del
Centro para la Gestión de Riesgos Locales
de la Asociación de Municipalidades de
Chile, comparte esta visión: “El gran costo
de estos planes no está solo en desarrollar-
los, sino también en implementarlos y
mantenerlos operativos. Son recursos que
los municipios no siempre tienen y que el
Gobierno Central debería priorizar”.

La escasez de profesionales especializa-
dos en gestión del riesgo es otro factor
crítico. Natalia Silva, integrante del Pro-
grama de Reducción de Riesgos y académi-
ca de la Universidad de Chile, explica que
muchos municipios carecen de equipos
capacitados: “El proceso no solo requiere

talleres y plantillas. Se necesita un acom-
pañamiento intensivo y cercano para que
los municipios puedan formular un plan
efectivo”.

El proceso de aprobación de los planes
también ha sido señalado como un obstáculo.
Contreras detalla que, en algunos casos, los
criterios de evaluación de Senapred no han
sido consistentes: “hemos visto que algunos
planes se aceptan sin todos los requisitos,
mientras que otros son rechazados por las
mismas razones. Esto genera incertidumbre
y retrasa aún más los procesos”.

Jorge León, investigador del Centro de
Gestión Integrada del Riesgo de Desastres
(Cigiden), advierte que “una comuna sin un
plan de emergencia expone a su población a
riesgos innecesarios. Estos planes son
fundamentales para coordinar la respuesta
y minimizar el impacto de los desastres”.
Asimismo, Natalia Silva dice que la dife-
rencia entre una comuna que cuenta con un
plan de emergencia y otra que no, “es
salvar vidas”.

Sin prevención

También hay 257 comunas que carecen
de un plan de reducción de riesgos de de-

sastres (RRD), y solo 88 cuentan con este
instrumento preventivo. Carmen Castro,
vicedecana de la Facultad de Arquitectura
de la Universidad de Chile y especialista en
gestión de riesgo, enfatiza que “la planifi-
cación debe ir más allá de la emergencia e
incluir estrategias de reducción de riesgos y
adaptación al cambio climático. No sirve
tener un plan de emergencia si no se tiene el
plan de reducción de riesgos y el plan de
adaptación al cambio climático, tú no pue-
des gestionar la emergencia si no conoces
bien cuáles son las amenazas”.

Según información entre-
gada por Senapred, hasta el
16 de noviembre, solo cinco
de las 38 comunas de la
Región de Valparaíso conta-
ban con un plan de reducción
de riesgos (El Quisco, Quil-
pué, San Antonio, Casablan-
ca y San Felipe).

Las principales comunas
afectadas por los incendios

de febrero —Viña del Mar, Valparaíso,
Limache y Villa Alemana— no tienen un plan
de prevención que reduzca riesgos. Los
cuatro municipios ya presentaron una pro-
puesta a Senapred que se encuentra en
revisión, pero al ser nuevos planes, mientras
estos no se aprueben, formalicen y decreten
por el alcalde, las municipalidades no pueden
funcionar bajo un protocolo de prevención.

Jorge Insulza Contardo, arquitecto especia-
lizado en urbanismo y académico de la Univer-
sidad de Chile, señala que Chile sigue siendo
más reactivo que preventivo. “Aunque hay
avances, necesitamos cambiar hacia un enfo-
que más prospectivo y preventivo, especial-
mente en el contexto del cambio climático”.

83 comunas aún no cuentan con un plan de 
emergencia y 257 no tienen plan de prevención

Según la ley, debieron estar listos en agosto del año pasado. Los municipios alegan
burocracia y falta de recursos, mientras que los expertos alertan de los peligros de
no contar con estos documentos.

De las 83 comunas sin plan, hay 38 que ya
presentaron documentos y están “en proceso” de
aprobación. Los municipios reclaman falta de
recursos, mientras que Senapred dice que no tiene
facultades sancionatorias.
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